SENTENCIA DE TUTELA 2ª INSTANCIA N°102 
RADICACIÓN: 660013187002 2018 00074 01
ACCIONANTE: MARÍA ISABEL CORRALES E.
REVOCA Y NIEGA POR HECHO SUPERADO

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.

TEMAS:
DERECHO DE PETICIÓN / HECHO SUPERADO / CUMPLIMIENTO ESTANDO EN TRÁMITE LA ACCIÓN DE TUTELA / DEBE DENEGARSE EL AMPARO.

De acuerdo con lo establecido en desarrollo de la actuación, se evidencia que ante el juez de primer nivel la accionada demostró haber contestado el requerimiento de la accionante y remitido la correspondiente respuesta tanto al correo electrónico como a la dirección aportada por ella, razón que dio lugar a la configuración de carencia actual de objeto por hecho superado. No obstante, el fallador concedió el amparo del derecho de petición.

Al respecto es pertinente precisar que el hecho superado se genera cuando en el transcurso de la acción de tutela desaparecen los motivos que dieron origen a la misma, esto es, se satisface la pretensión del amparo constitucional y cesa la vulneración del derecho o derechos invocados, y por ello es innecesario que se profiera una orden de protección.
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1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por el Procurador 290 II Penal de Pereira (Rda.), contra el fallo de tutela proferido por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta capital, a consecuencia de la acción de amparo promovida por la ciudadana MARÍA ISABEL CORRALES ESCOBAR.
2.- DEMANDA 

Los hechos consignados en el escrito de tutela se pueden sintetizar así: (i) la señora CORRALES ESCOBAR en julio 19 de 2018 presentó derecho de petición ante el Ministerio de Trabajo, el cual estaba relacionado con la solicitud presentada por esa entidad bajo el radicado N° 08SE20173010000006392 de marzo 21 de 2017, al Instituto de Seguridad Social INS-Dirección Provincial de Madrid (España) requiriendo los formularios ES/CO-02; y (ii) al momento de impetrar la acción no había sido emitida respuesta al respecto por el citado Ministerio.
Con fundamento en lo anterior considera vulnerado su derecho de petición, cuyo amparo solicita; y, en consecuencia, se ordene al Ministerio de Trabajo dar respuesta de fondo a su solicitud.
3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- La actuación correspondió por reparto al Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, despacho que procedió a vincular a la entidad accionada -por intermedio de la Ministra de Trabajo, la Dirección de Pensiones y otras Prestaciones y la Subdirección de Subsidios Pensionales, Servicios Sociales Complementarios y otras Prestaciones-, la cual se pronunció en los siguientes términos:
- La asesora de la Oficina Asesora Jurídica del Ministerio de Trabajo, luego de hacer referencia a los lineamientos de la Ley 1112/06 que regula el Convenio de Seguridad Social suscrito entre la República de Colombia y el Reino de España, informó que de acuerdo a lo establecido en la citada ley y en el Acuerdo Interadministrativo de febrero 28 de 2008, esa entidad ha cumplido con cada una de las obligaciones que como organismo de enlace le competen respecto a la solicitud de pensión elevada por la señora MARÍA ISABEL CORRALES ESCOBAR. 

Así mismo, que el derecho de petición elevado por la actora radicado en julio 26 de 2018, se le dio respuesta en agosto 31 mediante oficio con radicado N° 08SE201823010000000042236 remitido al correo electrónico mice848@gmail.com  y a la Calle 19 N° 7-75 Edificio Braulio Londoño oficina 511 de Pereira (Rda.), direcciones aportadas por la peticionaria. En dicha comunicación se le informó que revisada la base de datos de esa entidad se pudo establecer que el gobierno Español no había enviado a la fecha el formulario ES/CO-02, por lo que no es posible continuar con el trámite pensional hasta que se reciba la documentación pertinente.
En virtud de lo anterior, solicitó no conceder el amparo de los derechos fundamentales invocados, y declarar la carencia actual de objeto por hecho superado.

3.1.- Dentro del término constitucional y legal (septiembre 10 de 2018) el despacho concedió el amparo del derecho fundamental de petición del que es titular la señora MARÍA ISABEL CORRALES ESCOBAR.  No obstante, declaró la carencia actual de objeto por hecho superado, por cuanto se demostró que aunque fuera de manera tardía la entidad respondió la solicitud elevada; en consecuencia, se abstuvo de emitir orden al respecto.  De igual forma, previno a los funcionarios vinculados al trámite, para que en lo sucesivo evitaran incurrir en conductas como la que dio origen a ese pronunciamiento.
4.- IMPUGNACIÓN

El Procurador 290 II  Penal de Pereira (Rda.) mostró su inconformidad con lo resuelto y solicitó la revocatoria del fallo para que en su lugar se niegue el amparo. Al efecto argumentó: 
El propio juez de instancia advirtió que durante el trámite de la actuación cesó la vulneración que se presentaba, al emitirse respuesta por parte de la entidad accionada y enviarse al correo electrónico de la accionante, lo que equivale a que se configuró carencia actual de objeto por hecho superado; no obstante, optó por conceder el amparo.
Según lo establecido por la Corte Constitucional cuando se presenta esa figura el juez no debe conceder el amparo sino declararlo improcedente, y prevenir a las personas naturales o jurídicas para que a futuro y en lo sucesivo no incurra en tal omisión, conforme al artículo 24 del Decreto 2591/91.
5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra la sentencia proferida por Juzgado Primero de Ejecución de penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382/00, modificado por los Decretos 1069/15 y 1983 de 2017.

5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal establecer el grado de acierto o desacierto que contiene el fallo impugnado, en cuanto tuteló el derecho de petición reclamado por la señora  MARÍA ISABEL CORRALES ESCOBAR. De acuerdo con el resultado, se adoptará la determinación pertinente, ya sea convalidando la providencia, modificándola o revocándola, en los términos que lo pide el recurrente. 
5.2.- Solución a la controversia
La tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 
De la información allegada a este asunto se observa que la señora MARÍA ISABEL CORRALES ESCOBAR concurrió ante el juez constitucional con el fin de lograr que por parte del Ministerio de Trabajo se diera respuesta al derecho de petición elevado por ella ante esa entidad en julio 19 de 2018, relacionado con la solicitud presentada bajo el radicado N° 08SE20173010000006392 de marzo 21 de 2017 al Instituto de Seguridad Social INS-Dirección Provincial de Madrid (España), de los formularios ES/CO-02.

El derecho de petición brinda la posibilidad de dirigirse a las autoridades públicas en interés particular, para obtener una respuesta dentro del plazo legalmente establecido. Esa garantía se puede calificar como satisfecha o respetada cuando esa autoridad o persona que atiende el servicio público, a quien se dirige la solicitud, tramita y resuelve oportunamente sobre ella, independientemente de que la contestación sea negativa o positiva frente al interés planteado, aunque se exige que el asunto propuesto debe ser adecuadamente abordado en la decisión. 

A este respecto existen lineamientos generales trazados por la Corte Constitucional en lo que hace con el derecho de petición, por ejemplo, en la sentencia T-043/09 se dijo:

“Esta corporación ha sostenido que el derecho de petición se materializa cuando la autoridad requerida, o el particular en los eventos en que procede, emite respuesta a lo pedido, i) respetando el término previsto para tal efecto; ii) de fondo, esto es, que resuelva la cuestión, sea de manera favorable o desfavorablemente a los intereses del peticionario; iii) en forma congruente frente a la petición elevada; y, iv) comunicándole al solicitante. Entonces, si emitida la contestación por el ente requerido, falla alguno de los tres presupuestos finales, se entenderá que la petición no ha sido atendida, conculcándose el derecho fundamental […]”. 
La Ley 1755 de junio 30 de 2015, en su artículo 13 dispone: “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, en los términos señalados en este Código, por motivos de interés general o particular, y a obtener pronta resolución completa y de fondo sobre la misma”. Igualmente, el canon 14 de la referida normativa y en relación con el plazo para responder peticiones, expresa: “Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción […]”

De acuerdo con lo establecido en desarrollo de la actuación, se evidencia que ante el juez de primer nivel la accionada demostró haber contestado el requerimiento de la accionante y remitido la correspondiente respuesta tanto al correo electrónico como a la dirección aportada por ella, razón que dio lugar a la configuración de carencia actual de objeto por hecho superado. No obstante, el fallador concedió el amparo del derecho de petición.
Al respecto es pertinente precisar que el hecho superado se genera cuando en el transcurso de la acción de tutela desaparecen los motivos que dieron origen a la misma, esto es, se satisface la pretensión del amparo constitucional y cesa la vulneración del derecho o derechos invocados, y por ello es innecesario que se profiera una orden de protección
.

Bajo esas circunstancias, se advierte que le asiste razón al Procurador recurrente, puesto que al haber cesado el quebrantamiento del derecho de petición con antelación a la emisión del fallo, no era viable conceder la protección del derecho fundamental de petición; por tanto, se revocará la decisión adoptada para en su lugar negar el amparo.

6.- DECISIÓN 

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  
FALLA
PRIMERO: SE REVOCA la sentencia proferida por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), y en consecuencia se NIEGA el amparo pretendido, frente a la protección del derecho de petición, por tratarse de un hecho superado.

SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
       JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

El Secretario de la Sala,

WILSON FREDY LÓPEZ 
� Sentencia T-085/18.
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